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MEMORANDO 
 
DE:     CAMILO BLANCO 
  Jefe Oficina Asesora Jurídica 
 
PARA:  OLGA BEATRIZ GUTIERREZ TOBAR 
  Subsecretaria de Gestión Institucional  
 
CELMIRA MARTÍN LIZARAZO    
Directora de Talento Humano                                               
 
ASUNTO:  Concepto sobre pago de incapacidades laborales de origen común, trámite de pensión de 
invalidez y trámite de desvinculación de funcionario público en esas circunstancias 
 
En atención al caso de la Asesora 105-05 del Despacho del Secretario de Educación del Distrito, Luz 
Stella Rojas Londoño, con C.C. 35.326.696, quien a la fecha registra más de 1800 días consecutivos de 
incapacidad laboral por enfermedad de origen común, sin que se haya definido su situación 
administrativa, esta Oficina Asesora Jurídica se permite emitir concepto al respecto, de acuerdo con lo 
dispuesto en los literales A y B1 del artículo 8 del Decreto Distrital 330/08, y en los términos  
establecidos en el artículo 28 del C.P.A.C.A., según el cual, por regla general, los conceptos emitidos por 
las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas no 
son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
 
1. Problemas jurídicos  
 
1.1. ¿Cómo se tramitan, quién las paga y por qué periodo de tiempo, las incapacidades 
laborales de los funcionarios públicos?  
 
1.2. ¿Cuál es el concepto de invalidez, cómo es el proceso de origen de la enfermedad y de 
pérdida de capacidad laboral, y cuáles son los requisitos para obtener la pensión de 
invalidez? 
 
1.3. ¿Cuál es el proceso de desvinculación de un empleado público que tiene más de 180 o 540 
días consecutivos de incapacidad por enfermedad de origen común? 
 
 
2. Tesis jurídica 
 
Para dar respuesta al problema jurídico se procederá así: i) se podrá de presente los responsables 
del trámite y reconocimiento de incapacidades laborales; ii) se especificarán los responsables del 
pago de incapacidades laborales; iii) se traerá a colación el concepto legal de estado de invalidez; 
iv) se describirán los procedimientos de calificación del origen de la enfermedad y de la pérdida de 
capacidad laboral; v) se establecerán los requisitos para obtener la pensión de invalidez; vi) se 
                                                          
1 Decreto Distrital 330 de 2008. “Artículo 8º Oficina Asesora de Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora de Jurídica las siguientes: 
A. Asesorar y apoyar en materia jurídica al Despacho del Secretario y demás dependencias de la SED. 
B. Conceptuar sobre los asuntos de carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y apoyarlas en la resolución de recursos.” 
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determinará el procedimiento para la desvinculación laboral de una persona limitada; vii) se 
especificará la autoridad responsable de tramitar la autorización para desvincular una funcionaria 
pública en estado de incapacidad; y finalmente, viii) se dará respuesta a los problemas jurídicos 
planteados.      
 
 
3. Fundamentos normativos 
 
Decreto Nacional 1848 de 19692 
Decreto Ley 2400 del 19683 
Decreto Ley 3135 de 19684 
Ley 100 de 19935 
Ley 361 de 19976 
Decreto Nacional 1406 de 19997 
Decreto Nacional 1919 de 20028 
Circular 001 de 2002 del Departamento Administrativo de la Función Pública  
Ley 776 de 20029 
Ley 860 de 200310 
Decreto Ley 019 de 201211 
Decreto Nacional 1352 de 201312 
Sentencias T-468 de 2010, 
 
 
4. Análisis Jurídico  
 
4.1. Responsables del trámite y reconocimiento de incapacidades laborales. El artículo 
121 del Decreto Ley 019 de 2012 les atribuyó a los empleadores la obligación de gestionar 
directamente, ante las EPS, el reconocimiento de las incapacidades por enfermedad general 
y licencias de maternidad o paternidad a cargo del Sistema General de Seguridad Social en 
                                                          
2 Por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de 1968. 
 
3 Por el cual se modifican las normas que regulan la administración del personal civil y se dictan otras disposiciones. 
 
4 Por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado, y se regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores 
oficiales. 
 
5 Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones 
 
6 Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. 
 
7 Por el cual se adoptan unas disposiciones reglamentarias de la Ley 100 de 1993, se reglamenta parcialmente el artículo 91 de la Ley 488 de diciembre 24 de 1998, se dictan 
disposiciones para la puesta en operación del Registro Único de Aportantes al Sistema de Seguridad Social Integral, se establece el régimen de recaudación de aportes que 
financian dicho Sistema y se dictan otras disposiciones. 
 
8 Por el cual se fija el Régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y se regula el régimen mínimo prestacional de los trabajadores oficiales del nivel 
territorial. 
 
9 Por la cual se dictan normas sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales. 
 
10 Por la cual se reforman algunas disposiciones del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se dictan otras disposiciones. 
 
11 Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 
 
12 Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones. 
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Salud (SGSSS). La norma prohíbe expresamente trasladarles a los empleados afiliados 
dicha carga y advierte que, para efectos laborales, estos deben informarle a su empleador 
sobre la expedición de la respectiva incapacidad o licencia.  
 
 
4.2. Responsables del pago de incapacidades laborales. Previo a entrar al fondo de este 
asunto, se aclara que: i) El artículo 11 de la Ley 100 de 1993 estableció que el Sistema 
General de Pensiones (SGP) se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, sin 
que se afecten los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos 
conforme a disposiciones normativas anteriores a dicha Ley; y ii) el artículo 157 de la Ley 
100 de 1993, bajo el título de "Afiliados al Sistema", consagra que: "A partir de la sanción 
de la presente ley, todo colombiano participará en el servicio público esencial de salud (...). 
Unos lo harán en su condición de afiliados al régimen contributivo subsidiado (...) a) 
Afiliados al sistema de Seguridad Social. Existirán dos tipos de afiliados al Sistema General 
de Seguridad Social en salud. 1. Los afiliados al Sistema mediante el régimen contributivo 
son las personas vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, (...)"; 
por ende, queda claro que las normas que regulan el SGP y el SGSSS aplican tanto a los 
trabajadores del sector público como privado.    
 
Bajo el contexto normativo anterior, el artículo 206 de la Ley 100 de 1993 consagra que 
"para los afiliados de que trata el literal a) del artículo 157, es decir, para los trabajadores 
vinculados a través de contrato de trabajo; el régimen contributivo les reconocerá las 
incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con las disposiciones 
legales vigentes y autorizó a las EPS para subcontratar el cubrimiento de esos riesgos con 
compañías aseguradoras.   
 
Bajo ese contexto legal, para el caso de los empleados públicos13, el artículo 18 del Decreto 
Ley 3135 de 196814 establece que en caso de incapacidad comprobada para desempeñar 
                                                          
13 En este punto se precisa que conforme al Artículo 1 del Decreto Nacional 1919 de 2002, por el cual se fija el régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos 
y se regula el régimen mínimo prestacional de los trabajadores oficiales del nivel territorial, a partir de la vigencia del mismo todos los empleados públicos vinculados o que 
se vinculen a las entidades del sector central y descentralizado de la Rama Ejecutiva de los niveles departamental, distrital y municipal, a las asambleas departamentales, a 
los concejos distritales y municipales, a las contralorías territoriales, a las personerías distritales y municipales, a las veedurías, así como el personal administrativo de 
empleados públicos de las juntas administradoras locales, de las instituciones de educación superior, de las instituciones de educación primaria, secundaria y media 
vocacional, gozarán del régimen de prestaciones sociales señalado para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público del Orden Nacional. 
 
Asimismo, el Departamento Administrativo de la Función Pública, con ocasión de la vigencia del mencionado Decreto Nacional 1919 de 2002, expidió la Circular No. 001 del 
28/08/2002, en la cual bajo el título de PRESTACIONES SOCIALES A QUE TENDRÁN DERECHO LOS EMPLEADOS PÚBLICOS DEL NIVEL TERRITORIAL Y MÍNIMAS DE 
LOS TRABAJADORES OFICIALES DEL MISMO", señaló, entre otras, el auxilio por enfermedad. Más adelante, la citada circular consagra: "Normatividad: Las 
anteriores prestaciones sociales se rigen por la Ley 100 de 1993 y las normas que la adicionan y reglamentan." 
 
Bajo ese contexto, el literal c), artículo 13, de la Ley 100 de 1993 preceptúa que “Los afiliados tendrán derecho al reconocimiento y pago de las prestaciones y de las 
pensiones de invalidez, de vejez y de sobrevivientes, conforme a lo dispuesto en la presente ley”.  
 
14 Asimismo, en el artículo 9 del Decreto Nacional 1848 de 1969 “Por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de 1968”, se reitera en el caso de la enfermedad no profesional la 
prestación económica del pago de un subsidio en dinero, con base en el salario devengado por el incapacitado a razón de las dos terceras 2/3 partes de dicho salario, durante 
los primeros noventa días y la mitad del salario durante los 90 días siguientes”. 
 
Igualmente, el artículo 10 ibídem, establece que la prestación económica por enfermedad no profesional debe pagarse así: a) Si la entidad nominadora designa un empleado 
para que reemplace interinamente al titular, durante el tiempo que este permanezca incapacitado para trabajar, en uso de licencia por enfermedad no profesional, dicha 
prestación económica se pagará por la entidad de previsión a que se halle afiliado el empleado incapacitado para trabajar, y b) En el evento que no designe reemplazo al 
empleado incapacitado para trabajar, se pagará la expresada prestación económica por la entidad empleadora, con imputación a la partida señalada en el 
respectivo presupuesto para cubrir sus salarios y en los períodos señalados para los pagos de dichos salarios. 
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sus labores, ocasionada por enfermedad15, los empleados o trabajadores tendrán derecho a 
que la respectiva entidad de previsión social les pague, durante el tiempo de la 
enfermedad, las siguientes remuneraciones: a) cuando la enfermedad fuere profesional, el 
sueldo o salario completo durante 180 días, y b) cuando la enfermedad no fuere 
profesional, las 2/3 partes del sueldo o salario durante los primeros 90 días, y la mitad del 
mismo por los 90 días siguientes. El parágrafo de la norma en comento dispone que 
cuando la incapacidad exceda de 180 días, el empleado o trabajador será retirado del 
servicio, y tendrá derecho a las prestaciones económicas y asistenciales que esa misma 
norma determina. 
 
Por su parte, el parágrafo 1 del artículo 40 del Decreto Nacional 1406 de 1999 modificado 
por el artículo 1 del Decreto Nacional 2943 de 201316, determina que en el SGSSS serán a 
cargo de los respectivos empleadores las  prestaciones económicas correspondientes a los 
2 primeros días de incapacidad originada por enfermedad general y de las Entidades 
Promotoras de Salud a partir del 3 día, a menos que el empleador no haya afiliado a su 
trabajador al Sistema General de Seguridad Social Integral (SGSSI) o haya incurrido en 
mora en las cotizaciones sin que la EPS se hubiera allanado a ella, en cuyo caso las 
incapacidades correrán por cuenta del empleador.17 Lo anterior, sin perjuicio de lo 
mencionado en el parágrafo del artículo 1018 del Decreto Nacional 1848 de 1969 en 
concordancia con el artículo 21 del Decreto Ley 2400 del 1968. 
 
De igual manera se debe tener en cuenta que la EPS debe pagar las incapacidades de  
origen común a partir del tercer día, siempre y cuando la misma no sea prórroga de otra. 
Una incapacidad es prórroga de otra cuando entre la que se va a liquidar y la anterior no 
existe un lapso mayor de 30 días y corresponda a la misma enfermedad. Cuando se trata 
de una prórroga, el reconocimiento de la prestación económica se hace a partir del primer 
día de la incapacidad prorrogada. 
 
Finalmente, el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 142 del Decreto 
Ley 019 de 2012, determina que para los casos de accidente o enfermedad común en los 
cuales exista concepto favorable de rehabilitación de la EPS, la AFP debe postergar el 
                                                          
15 El artículo 20 del Decreto Ley 2400 de 1968 “Por el cual se modifican las normas que regulan la administración del personal civil y se dictan otras disposiciones”, dispuso 
que de acuerdo al régimen legal de prestaciones sociales los empleados públicos tienen derecho a licencias remuneradas por enfermedad. Asimismo, el artículo 5 del Decreto 
Ley 1045 de 1978 "Por el cual se fijan las reglas generales para la aplicación de las normas sobre prestaciones sociales de los empleados públicos y trabajadores oficiales del 
sector nacional", contiene el listado de prestaciones sociales pagaderas a los empleados públicos y entre ellas contiene en su literal f), el auxilio por enfermedad. 
 
16 Por el cual se modifica el parágrafo 1° del artículo 40 del Decreto 1406 de 1999. 
 
17 La sentencia T-786 de 2009 enumera los eventos en que la responsabilidad de las EPS en el reconocimiento de las incapacidades laborales causadas durante los primero 
180 días se traslada a los empleadores. El fallo indica que esto puede ocurrir cuando, por ejemplo, el trabajador no reúne el número mínimo de semanas cotizadas exigidas en 
el Decreto 47 de 2000; cuando el empleador incurrió en mora en el pago de las cotizaciones sin que la EPS se hubiera allanado a ella y cuando el empleador no informa sobre 
la incapacidad concreta del trabajador. 
 
18 “Articulo 10. Efectividad de las prestaciones.  
 
1. La prestación económica mencionada en literal a) del Artículo 9o. [auxilio por enfermedad], de este Decreto, se pagará así:  
a. Si la correspondiente entidad nominadora designa un empleado para que reemplace interinamente al titular, durante el tiempo en que éste permanezca 
incapacitado para trabajar, en uso de licencia por enfermedad no profesional, dicha prestación económica se pagará por la entidad de previsión a que se halle 
afiliado el empleado incapacitado para trabajar, y 
b. En el evento de que no se designe remplazo al empleado incapacitado para trabajar, se pagará la expresada prestación económica por la entidad empleadora, 
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trámite de calificación de invalidez hasta por un término máximo de 360 días calendario 
adicionales a los primeros 180 días de incapacidad temporal reconocida por la EPS, evento 
en el cual, con cargo al seguro previsional de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de 
previsión social correspondiente que lo hubiere expedido, la AFP debe otorgar un subsidio 
equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador. Sin embargo, como se 
expuso en los hechos, en este caso no existía concepto favorable de rehabilitación de la 
EPS. 
   
De lo expuesto se concluye que el reconocimiento y pago de incapacidades laborales por 
enfermedad general está a cargo: i) del empleador hasta el 2do día; ii) de la EPS desde el 
3er y hasta el 180 día y eventualmente, en caso de que exista concepto favorable de 
rehabilitación de la EPS, iii) de la AFP desde el 181 y hasta el 540 día. Más allá del día 541 
de incapacidad laboral de origen común no existe disposición legal que obligue al 
empleador o a alguna de las entidades del sistema de seguridad social a reconocer 
prestaciones económicas derivadas de tal evento.19 
                                                          
19 Para una mayor ilustración del tema de pago de incapacidades laborales de origen común, la Corte Constitucional mediante Sentencia T-468 de 2010, dejó sentado lo 
siguiente:  
 
“5.2 Incapacidades prolongadas. Déficit de protección legal en el sistema integral de seguridad social y posibles situaciones a que se ve avocado el trabajador. 
 
De lo expuesto anteriormente, se puede establecer que en Colombia el Sistema Integral de Seguridad social amparara al trabajador que se incapacita,  con ocasión de un 
accidente laboral o enfermedad profesional, durante todo el tiempo necesario para su recuperación o hasta la calificación y pago de la indemnización por incapacidad parcial 
permanente o invalidez; cuando la patología surge como consecuencia de una enfermedad general o por accidente de origen común, el sistema reconoce el auxilio por 
incapacidad hasta por un término máximo de 540 días, de los cuales los primeros 3 días los asume directamente el empleador, desde el día  cuarto y  hasta los 180 días los 
paga la EPS, y los 360 restantes los asume la ARP o las AFP con autorización de la Aseguradora que ampara los riesgos de invalidez. 
 
No obstante, aunque en principio se diría que las garantías proteccionistas del sistema integral de seguridad social son generosas, esta Sala repara en el hecho de que no 
existe legislación que proteja al trabajador cuando se le han prolongado sucesivamente incapacidades de origen común y que superan los 540 días. Son muchos los casos en 
que las dolencias o las secuelas que dejan las enfermedades o accidentes de origen  común  que obligan a las EPS o demás entidades que administran la salud a certificar 
incapacidades por mucho más tiempo del estipulado en el Sistema Integral de Seguridad Social y que a pesar de las limitaciones físicas la pérdida de la capacidad laboral no 
alcanza a superar el 50% y por tanto, tampoco nace el derecho al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, lo que deja al trabajador  en un estado de desamparo y 
sin los medios económicos para subsistir. 
 
Quiere decir lo anterior, que el trabajador que padece una incapacidad laboral de cualquier género, puede verse avocado a las siguientes situaciones: 
 
a) El trabajador es incapacitado por enfermedad general o profesional sin que dicha incapacidad supere los 180 días: 
 
En este evento el trabajador no corre ningún riesgo frente a la afectación a su derecho al mínimo vital, ya que el mismo está garantizado por el pago de las incapacidades a 
cargo de la EPS o la ARP a la cual se encuentre afiliado, según el caso. De igual manera, goza del derecho a ser reintegrado a su puesto de trabajo. 
 
b) El trabajador es incapacitado por enfermedad o accidente de cualquier género, por más de 180 días pero inferior a 540 días. 
 
En el presente caso el trabajador está igualmente protegido por la AFP o la ARP a la cual se encuentra afiliado. De igual manera si se rehabilita satisfactoriamente debe ser 
reincorporado a su puesto de trabajo. 
 
c) El trabajador es incapacitado por un término superior a los 540 días. 
 
En esta situación, el trabajador está desprotegido por la falta de regulación legal en la materia, ya que no existe claridad de cuál sería la entidad de protección social que debe 
asumir el pago del auxilio por  incapacidad, situación que empeora si el empleador logra demostrar ante el Ministerio de Protección social que en virtud de la incapacidad del 
trabajador no es posible reintegrarlo al cargo que venía desempeñando o a otro similar, operando de esta manera el despido con justa causa contenido  en el artículo 62, 
numeral 14 del código sustantivo del trabajo. Ello sin perjuicio de lo estipulado en materia pensional. 
 
Se tiene entonces, que en el anterior caso el trabajador quedaría desprovisto del pago de las incapacidades laborales después del día 541 (más no de las prestaciones en 
salud), por tanto, sin sustento económico para su congrua subsistencia. De igual manera, se vería privado de protección económica en el sistema integral se seguridad social, 
ante una eventual incapacidad parcial permanente, pues si la misma ha sido de origen común, no tendrá derecho a indemnización, contrario a lo que sucede cuando la 
incapacidad permanente parcial tiene su origen en una enfermedad de origen profesional o en un accidente laboral. 
 
De esta manera quedan plenamente identificadas dos situaciones en las que el Sistema de Seguridad Social Integral contemplado en la Ley 100 de 1993, dejó desamparado 
al trabajador que sufre una incapacidad prolongada o una incapacidad parcial permanente de origen común; esto configura un déficit de protección legal frente a los principios 
constitucionales (integralidad especialmente) que deben regir la seguridad social en nuestro Estado Social de Derecho. 
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Sin embargo, esta sola situación no viabiliza la procedencia de la acción de tutela cada vez que a un trabajador se le prorroguen las incapacidades por encima del tope 
amparado por la legislación vigente (540 días); sino que la misma debe analizarse en cada caso particular, con el fin de establecer si le asiste al trabajador otra prestación 
como por ejemplo el derecho a la pensión de invalidez. 
 
6. Entidades ante las cuales se deben reclamar las incapacidades laborales. 
 
Observa la Sala que es recurrente en los tres expedientes bajo examen, la falta de armonización entre las entidades que administran el sistema integral de seguridad social, 
ya que los accionantes afirman que han visto vulnerado su derecho al mínimo vital y su derecho a la salud, cuando los han enviado de una entidad a otra sin que ninguna se 
haga responsable del pago de las incapacidades y, en el peor de los casos, sin que se presten efectivamente  los requerimientos médicos con el fin de lograr el 
restablecimiento de su salud. 
 
Esta des-armonización palpable entre las entidades del sistema obedece a la falta de coordinación entre las mismas y a la falta de voluntad de algunas de ellas para realizar 
los pagos que por ley le corresponden a los afiliados, es así como los hacen incurrir en el error y de contera vulneran sus derechos constitucionales, por ello, se hace 
necesario hacer claridad frente los procedimientos que deben realizarse, tanto por parte de los afiliados como por  las entidades obligadas al cubrimiento y pago de las 
prestaciones sociales que surgen al momento de producirse una incapacidad laboral.  
 
En los casos de incapacidad laboral por enfermedad general o accidente común, se deben hacer las siguientes precisiones: 
 
Concepto de incapacidad: “Se entiende por incapacidad el estado de inhabilidad, física o mental, de un individuo que le impide desempeñar temporalmente su profesión u 
oficio habitual. Comprende el subsidio económico que la EPS o ARP reconoce al trabajador afiliado cuando presenta esta situación”. 
 
¿Quién debe asumir el pago de la incapacidad? 
 
En las incapacidades de origen común. 
 
1. Si la incapacidad es igual o menor a tres días, la misma será asumida directamente por el empleador. Así lo establece el Decreto 1406 de 1999, que en su artículo 
40 – Parágrafo-1°, prescribe  lo siguiente: 
 
“Serán de cargo de los respectivos empleadores las prestaciones económicas correspondientes a los tres (3) primeros días de incapacidad laboral originada por enfermedad 
general, tanto en el sector público como en el privado. En ningún caso dichas prestaciones serán asumidas por las entidades promotoras de salud o demás entidades 
autorizadas para administrar el régimen contributivo en el Sistema General de Seguridad Social en Salud a las cuales se encuentren afiliados los incapacitados”. 
 
Esto sin perjuicio de lo mencionado en el Parágrafo del artículo 10° del Decreto 1848 de 1968 en concordancia con el artículo 21 del Decreto 2400 del mismo año. 19 
 
De igual manera se debe tener en cuenta que la EPS pagará las incapacidades de  origen común a partir del día cuarto, siempre y cuando la misma no sea prórroga de otra. 
Una incapacidad es prórroga de otra cuando entre la que se va a liquidar y la anterior no existe un lapso mayor de 30 días y corresponda a la misma enfermedad. Cuando se 
trata de una prórroga, el reconocimiento de la prestación económica se hace a partir del primer día de la incapacidad prorrogada. 
 
2. Cuando la incapacidad de origen común es superior a 4 días e inferior a 180 días, el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas derivadas de la 
misma recaen en cabeza de la EPS a la cual se encuentra afiliado el trabajador. Así lo establece el artículo 206 de la ley 100 de 1993: 
 
“ARTÍCULO 206. INCAPACIDADES. Para los afiliados de que trata el literal a) del artículo 157, el régimen contributivo reconocerá las incapacidades generadas en 
enfermedad general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. Para el cubrimiento de estos riesgos las Empresas Promotoras de Salud podrán subcontratar con 
compañías aseguradoras. Las incapacidades originadas en enfermedad profesional y accidente de trabajo serán reconocidas por las Entidades Promotoras de Salud y se 
financiarán con cargo a los recursos destinados para el pago de dichas contingencias en el respectivo régimen, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el 
efecto.” 
 
Esto sin perjuicio de lo contemplado en el artículo 227 del Código sustantivo del Trabajo y que cobra vigencia cuando el empleador no ha afiliado a sus trabajadores: 
 
“Art. 227. Valor del auxilio. En caso de incapacidad comprobada para desempeñar sus labores, ocasionada por enfermedad no profesional, el trabajador tiene derecho a que 
el patrono le pague un auxilio monetario hasta por ciento ochenta (180) días, así: las dos terceras (2/3) partes del salario durante los primeros noventa (90) días, y la mitad del 
salario por el tiempo restante.” 
 
La base para calcular el valor del auxilio por incapacidad en enfermedad general es el 66.67% del salario sobre el cual se cotizó en el último mes, para los primeros noventa 
(90) días de duración de la cesación de labores y del 50% para los siguientes noventa (90) días, excepto, cuando al aplicar las citadas proporciones, el resultado sea inferior al 
Salario Mínimo Legal Vigente, caso en el cual la compensación tiene que ser igual al 100% de dicho salario19. 
 
3. Si la incapacidad es superior al día 181 y existe la necesidad de hacer  una prórroga máxima hasta el día 540, este lapso será asumido y pagado por la 
Administradora de Fondos de Pensiones a la cual se encuentra afiliado el trabajador, previo concepto favorable de rehabilitación por parte de la EPS y con la 
autorización de la Aseguradora que ha asumido los riesgos de invalidez de dicho afiliado.  
 
Más allá del día 541 de incapacidad, como ya lo observó esta Sala, no existe disposición legal que obligue a alguna de las entidades de seguridad social a reconocer 
prestaciones económicas derivadas de este evento. De tal manera, que los únicos derechos reconocidos al trabajador legalmente -una vez culminado dicho período 
prolongado de incapacidad- consisten en la obligación que tiene el empleador, una vez superado el estado de incapacidad, de reintegrar al trabajador a su puesto habitual de 
trabajo o a uno similar según sus aptitudes y capacidades; así mismo, le asiste el derecho a que el empleador siga realizando en su favor los aportes a la seguridad social; por 
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4.3. Concepto de estado de invalidez. El artículo 38 de la Ley 100 de 1993 dispone que se 
considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no 
provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50 % o más de su capacidad laboral.  
 
 
4.4. Calificación del origen de la enfermedad y de la pérdida de capacidad laboral. El 
artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 
2012, establece que corresponde al ISS, Colpensiones, ARL, EPS y a las Compañías de 
Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, determinar en una primera 
oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de 
estas contingencias.  
 
En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación debe manifestar su 
inconformidad dentro de los 10 días siguientes y la entidad debe remitirla a las Juntas 
Regionales de Calificación de Invalidez dentro de los 5 días siguientes, cuya decisión es 
apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual debe decidir en un 
término de 5 días. Contra dichas decisiones proceden acciones legales correspondientes. 
 
Según la norma en cita, para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales 
exista concepto favorable de rehabilitación de la EPS, la AFP debe postergar el trámite de 
calificación de Invalidez hasta por un término máximo de 360 días calendario adicionales a 
los primeros 180 días de incapacidad temporal reconocida por la EPS, evento en el cual, 
con cargo al seguro previsional de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión 
social correspondiente que lo hubiere expedido, la AFP debe otorgar un subsidio 
equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador. 
 
La norma en comento, como ya se mencionó antes, igualmente ordena a las EPS emitir el 
concepto sobre la posibilidad de rehabilitación antes de cumplirse el día 120 de incapacidad 
temporal y enviarlo antes de cumplirse el día 150, a cada una de las AFP donde se 
encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según 
corresponda. Al tenor de esta norma, cuando la EPS no expida el concepto favorable de 
rehabilitación, si a ello hubiere lugar, debe pagar un subsidio equivalente a la respectiva 
incapacidad temporal después de los 180 días iniciales con cargo a sus propios recursos, 
hasta cuando se emita el correspondiente concepto. 
 
Si el concepto de rehabilitación no es favorable, como en este caso, la AFP debe remitir el 
caso a la junta de calificación de invalidez, para que esta verifique si se agotó el proceso de 
rehabilitación respectivo y, en ese caso, califique la pérdida de la capacidad laboral del 
afiliado. Si esta es superior al 50% y el trabajador cumple los demás requisitos del caso, la 
AFP debe reconocer la pensión de invalidez respectiva. Si es menor del 50%, el trabajador 
debe ser reintegrado a su cargo, o reubicado en uno acorde con su situación de 
incapacidad. 
 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que si la fecha de estructuración de la 
invalidez coincide con el momento en que las incapacidades laborales se causan, se debe 
reconocer el derecho pensional y como éste se paga retroactivamente, “no hay lugar al 
pago simultáneo de la prestación por concepto de incapacidad y por concepto de pensión 
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según lo establecido en el artículo décimo de la ley 776 de 2002”20. Igualmente, frente al 
trabajador que es calificado y supera el 50% de pérdida de capacidad laboral, les 
corresponde a las entidades del Sistema actuar con solidaridad y diligentemente reconocer 
y pagar una suma de dinero con la cual pueda satisfacer sus necesidades básicas; razón 
por la cual mientras se decide definitivamente sobre el reconocimiento y el pago de la 
pensión de invalidez, el Fondo de Pensiones debe costear las incapacidades laborales21. 
 
Asimismo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que en los casos en que no se tiene 
certeza de cuál es la entidad responsable de cubrir determinadas incapacidades laborales, 
es obligación de alguna de las entidades del Sistema General de Seguridad Social de 
pagarlas o de lo contrario se causaría al trabajador una afectación a su mínimo vital, por lo 
cual es juez de tutela debe señalar quién es el responsable provisional de cumplir dicho 




4.5. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. El artículo 39 de la Ley 100 de 1993 
modificado por el artículo 1 de la Ley 860 de 2003 estatuye que tiene derecho a la pensión 
de invalidez, el afiliado al sistema que sea declarado inválido y haya cotizado 50 semanas 
dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración23. 
 
Los menores de 20 años de edad sólo deben acreditar que han cotizado 26 semanas en el 
último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria.  
Cuando el afiliado ha cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas 
para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los 
últimos 3 años.  
                                                          
20 Sentencias T-468 de 2010 y T-004 de 2014. 
 
21 Sentencias T-404 de 2010 y T-004 de 2014 
 
22 Tal como lo mencionó la sentencia T-786 de 2009: “La tutela es, entonces, procedente en ciertos casos para obtener el pago de incapacidades laborales. Cuando lo es, la 
tutela debe ser resuelta con una definición provisional acerca del sujeto que en principio está obligado al pago de las referidas incapacidades. Pero, la definición que al 
respecto pueda dar el juez de tutela en nada determina el verdadero y real origen que, de acuerdo con la ley y los reglamentos correspondientes, tienen la enfermedad o el 
accidente sufrido por el tutelante. Si alguna provisión se adopta en ese sentido, está justificada porque del pago de las incapacidades depende la garantía del mínimo vital del 
peticionario y de su familia. De manera que si el sujeto destinatario de las órdenes con las que concluyan las sentencias de tutela en esta materia, estima que es otro sujeto el 
que debe correr con ellas, debe iniciar el correspondiente trámite regular que el ordenamiento dispone para la definición del origen de las enfermedades o los accidentes, y 
para la consecuente determinación del sujeto legal y reglamentariamente obligado al pago de la prestación”. 
 
En la sentencia T-418 de 2006 la Corte decidió que no era constitucionalmente viable postergar el pago de mesadas cuando no se tiene certeza legal y reglamentaria de cuál 
es la entidad que está obligado a hacerlo, pues se le vulneran derechos fundamentales a una persona en condición de debilidad manifiesta, así se estableció que: 
 
“la Corte ha considerado que la carga que conlleva la incertidumbre entre distintas entidades sobre cu[á]l de ellas debe asum ir el pago de obligaciones pensionales ciertas e 
indiscutibles, no puede ser trasladada al titular del derecho. Menos aún, como se ha manifestado, cuando dicho titular depende del pago de la mesada a la que tiene derecho, 
para satisfacer el derecho al mínimo vital suyo y de su familia”.  
 
La anterior consideración podría ser aplicable a casos en los cuales, entidades del Sistema General de Seguridad Social, por ausencia de reglamentación eluden el pago de 
incapacidades laborales y dilata el goce efectivo del derecho al mínimo vital, así, como lo consagró la sentencia T-404 de 2010, “lo que corresponde en esos casos es resolver 
la solicitud ciudadana con la salvedad de no tener certeza acerca de quién debía pagar la correspondiente prestación, y luego repetir contra quien se considera que es el 
realmente responsable de satisfacer los derechos invocados”.   
 
23 La fecha de estructuración de invalidez es muy importante pues es la que determina la fecha en que la persona queda inválida según concepto médico. Se debe tener en 
cuenta también, que si la fecha de estructuración de la invalidez fue antes del año 2003 o antes del año 1994, los requisitos para ser beneficiario de esta pensión de invalidez 
son diferentes, ya que antes de la Ley 100 de 1993, es decir, antes del 1 de abril de 1994 eran exigidas 300 semanas en toda la vida laboral o 150 en los últimos 6 años; si la 
invalidez es posterior al 1 de abril de 1994 y anterior a la fecha de expedición de la Ley 797 del 2003 el requisito será de 26 semanas en el último año anterior a la fecha de 
estructuración de la invalidez. 
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4.6. Desvinculación laboral de una persona limitada. El artículo 26 de la Ley 361 de 1997 
determina claramente que “En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo 
para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente 
demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así 
mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón 
de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo. Los apartes 




4.7. Autoridad responsable de tramitar la autorización para desvincular a funcionaria 
pública en estado de incapacidad. El artículo 30.29 del Decreto Ley 4108 de 201124 
instituye que es función  de las Direcciones Territoriales del Ministerio del Trabajo (las 
cuales dependen funcionalmente de la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y 
Gestión Territorial) adelantar los trámites de autorización, aprobación, registro, depósito, 
expedición de certificaciones y demás atribuciones, de conformidad con la ley.  
 
 
5. Respuestas a los problemas jurídicos  
 
5.1. ¿Cómo se tramitan, quién las paga y por qué periodo de tiempo, las 
incapacidades laborales de los funcionarios públicos?  
 
Respuesta. El empleado debe informar al empleador sobre la expedición de la respectiva 
incapacidad y el empleador tiene la obligación de gestionar directamente ante las EPS el 
reconocimiento de la misma a cargo del SGSSS, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 121 del Decreto Ley 019 de 2012. Esta norma prohíbe expresamente trasladarles a 
los empleados afiliados dicha carga. 
 
 
5.2. ¿Cuál es el concepto de invalidez, cómo es el proceso de origen de la 
enfermedad y de pérdida de capacidad laboral, y cuáles son los requisitos para 
obtener la pensión de invalidez? 
 
Respuesta. Concepto de invalidez. Se considera inválida la persona que por cualquier 
causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50 % o 
más de su capacidad laboral, conforme al artículo 38 de la Ley 100 de 1993. 
 
Proceso de calificación de origen de la enfermedad y de pérdida de capacidad 
laboral. Corresponde al ISS, Colpensiones, ARL, EPS y a las Compañías de Seguros que 
asuman el riesgo de invalidez y muerte, determinar en una primera oportunidad el origen 
de la enfermedad, la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez, de 
acuerdo al artículo 41 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 142 del Decreto Ley 
019 de 2012. 
 
                                                          
24 Por el cual se modifican los objetivos y la estructura del Ministerio del Trabajo y se integra el Sector Administrativo del Trabajo. 
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En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación debe manifestar su 
inconformidad dentro de los 10 días siguientes y la entidad debe remitirla a las Juntas 
Regionales de Calificación de Invalidez dentro de los 5 días siguientes, cuya decisión es 
apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual debe decidir en un 
término de 5 días. Contra dichas decisiones proceden acciones legales correspondientes. 
 
Según la norma en cita, para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales 
exista concepto favorable de rehabilitación de la EPS, la AFP debe postergar el trámite de 
calificación de Invalidez hasta por un término máximo de 360 días calendario adicionales a 
los primeros 180 días de incapacidad temporal reconocida por la EPS, evento en el cual, 
con cargo al seguro previsional de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión 
social correspondiente que lo hubiere expedido, la AFP debe otorgar un subsidio 
equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador. 
 
La norma en comento, como ya se mencionó antes, igualmente ordena a las EPS emitir el 
concepto sobre la posibilidad de rehabilitación antes de cumplirse el día 120 de incapacidad 
temporal y enviarlo antes de cumplirse el día 150, a cada una de las AFP donde se 
encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según 
corresponda. Al tenor de esta norma, cuando la EPS no expida el concepto favorable de 
rehabilitación, si a ello hubiere lugar, debe pagar un subsidio equivalente a la respectiva 
incapacidad temporal después de los 180 días iniciales con cargo a sus propios recursos, 
hasta cuando se emita el correspondiente concepto. 
 
Si el concepto de rehabilitación no es favorable, como en este caso, la AFP debe remitir el 
caso a la junta de calificación de invalidez, para que esta verifique si se agotó el proceso de 
rehabilitación respectivo y, en ese caso, califique la pérdida de la capacidad laboral del 
afiliado. Si esta es superior al 50% y el trabajador cumple los demás requisitos del caso, la 
AFP debe reconocer la pensión de invalidez respectiva. Si es menor del 50%, el trabajador 
debe ser reintegrado a su cargo, o reubicado en uno acorde con su situación de 
incapacidad. 
 
Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tiene derecho a la pensión de 
invalidez, el afiliado al sistema que sea declarado inválido y haya cotizado 50 semanas 
dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración. 
 
Los menores de 20 años de edad sólo deben acreditar que han cotizado 26 semanas en el 
último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria. 
  
Cuando el afiliado ha cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas 
para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los 
últimos 3 años, todo lo anterior, de acuerdo con el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 
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5.3. ¿Cuál es el proceso de desvinculación de un empleado público que tiene más de 
180 o 540 días consecutivos de incapacidad por enfermedad de origen común? 
 
Respuesta. Conforme al artículo 26 de la Ley 361 de 1997, “(…) ninguna persona limitada 
podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie 
autorización de la oficina de Trabajo.”  
 
Es función  de las Direcciones Territoriales del Ministerio del Trabajo (las cuales dependen 
funcionalmente de la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y Gestión Territorial) 
adelantar los trámites de autorización, aprobación, registro, depósito, expedición de 




Bajo los presupuestos normativos y jurisprudenciales expuestos, en criterio de esta Oficina Asesora 
Jurídica, a partir de la fecha deben cesar todos los pagos que por concepto de salario esté generando 
la SED a favor de Luz Stella Rojas Londoño, ya que bajo las circunstancias actuales y habida cuenta del 
dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral 5338 del 24/08/2012 de Luz Stella Rojas 
Londoño, con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 62.3% y fecha de estructuración del 
11/03/2009, emitido por el Instituto de Seguros Sociales (hoy Colpensiones), lo que corresponde en este 
momento es que la susodicha realice el trámite de su pensión de invalidez.  
 
Así las cosas, esta Oficina Asesora Jurídica solicitará a la Dirección Territorial Bogotá del Ministerio de 
Trabajo la autorización para la desvinculación laboral de la señora Rojas Londoño. En ese mismo 
sentido, solicitamos a esa Subsecretaría de Gestión Institucional, informe a esta Oficina el nombre del 
profesional encargado del recobro de los dineros que por concepto de salario se le hayan cancelado a la 
señora Rojas Londoño a partir del tercer día de incapacidad, con el fin de otorgarle poder para que inicie 
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